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PROYECTO DE RESOLUCIÓN
Veinticinco de Mayo, 05 de Junio de 2020.-
Bloque Cambiemos y Juntos por el Cambio. 

PROYECTO DE RESOLUCION
VISTO
El Proyecto presentado por la Diputada Provincial Carolina Píparo en la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, denominado “Derechos y Garantías para las personas víctimas de delito” y
CONSIDERANDO
Que mediante la resolución 40/34 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, valuada como la Carta Magna de los derechos de las víctimas, en el año 1985, se declaran una serie de principios aplicables en materia de justicia, en beneficio de las víctimas, como lo son el acceso a la justicia y trato justo, el resarcimiento, la indemnización y la asistencia.
Que, en el año 1999, la Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el Delito elaboró el “Manual de Justicia sobre el Uso y Aplicación de la Declaración de los Principios Básicos de Justicia para Víctimas de Delito y Abuso de Poder”, donde sostienen la necesidad de diseñar una herramienta para la implementación programas de asistencia a las víctimas y el desarrollo de políticas, procedimientos y protocolos sensibles a sus necesidades. 

Que en el año 2008, en la XIV Edición de la Cumbre Judicial Iberoamericana se aprobaron las “100 Reglas de Brasilia para el Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad”, ala cual la Corte Suprema de Justicia de la Nación adhiere mediante la Acordada 5/2009, haciendo lo propio la Procuración General de la Nación mediante Resolución 58/2009. Con estas reglas se pretende garantizar en todas las fases del procedimiento penal la protección de la integridad física y psicológica de las víctimas, sobre todo a favor de aquellas que corran riesgo de intimidación, de represalias o de victimización reiterada o repetida. 

Que el día 21 Junio de 2017 se aprueba la Ley Nacional Nº 27.372, siendo promulgada el día 11 de Julio del mismo año, a los fines de establecer y coordinar las acciones y medidas necesarias para promover, hacer respetar, proteger, garantizar y permitir el ejercicio efectivo de los derechos de las víctimas de delitos.
Que mediante éste proyecto se busca reconocer y garantizar los derechos de las víctimas del delito y de violaciones a derechos humanos, en especial el derecho al asesoramiento, asistencia, representación, protección, verdad, acceso a la justicia,tratamiento justo, reparación y celeridad, ayuda económica para cubrir traslados en caso de que el juzgamiento de los delitos cometidos sea lejos del lugar de residencia del querellante y todos los demás derechos consagrados en la Constitución Nacional, en los Tratados Internacionales de Derechos Humanos en los que el Estado Nacional sea parte, demás instrumentos legales internacionales ratificados por ley nacional, las constituciones provinciales y los ordenamientos locales.
Que la sanción de una ley a nivel provincial permite coordinar acciones y medidas necesarias para promover, hacer respetar, proteger y garantizar el ejercicio efectivo de los derechos de las víctimas así como implementar los mecanismos para que todas las autoridades cumplan con sus obligaciones de prevenir, investigar, sancionar delitos y lograr la reparación de los derechos lesionados en el ámbito de sus competencias, además de establecer recomendaciones y protocolos sobre los deberes y obligaciones de dichas autoridades y de todas aquellas personas que intervengan en los procedimientos relacionados con las víctimas de delito.

Que se garantizará a las víctimas: asesoramiento gratuito, asistencia jurídica y representación letrada gratuita, permitiendo que puedan seguir de cerca las causas judiciales.
Que la actuación de las autoridades responderá atres principios rectores: rápida intervención, enfoque diferencial y no revictimización, mediante los cuales se dispone que las medidas de ayuda, atención, asistencia y protección que requiera la situación de la víctima, se adoptarán con la mayor rapidez posible, y si se tratare de necesidades apremiantes, serán satisfechas de inmediato, si fuere posible o con la mayor urgencia y atendiendo también al grado de vulnerabilidad que la víctima presente, en razón de la edad, género, preferencia u orientación sexual, etnia, condición de discapacidad, una relación de dependencia económica, afectiva, laboral o de subordinación con el supuesto autor del delito, además la víctima no debe ser tratada como responsable del hecho sufrido y se deberán limitar las molestias que el proceso pueda ocasionarle a las estrictamente imprescindibles.

Que las autoridades deberán atender a los gastos de traslado, hospedaje temporal y sostén alimentario de urgencia que fueran necesarios, cuando por sus circunstancias personales la víctima se encontrara económicamente imposibilitada para hacerlo.

Que garantizará la participación de las víctimas durante la etapa de ejecución de la pena recaída sobre la persona condenada, a través del reconocimiento de una serie de derechos que permiten que reciba información y sea escuchada ante la toma de decisiones por parte del juez de ejecución o la autoridad correspondiente sobre la concesión de la libertad.

Que el Juez de Ejecución o el Juez competente citarán a la víctima, aun cuando no se haya presentado como parte, para ser oída previo a resolver el beneficio de salidas transitorias de los condenados.

Que no podrán otorgarse permisos de salidas transitorias a los condenados por delitos de homicidios agravados previstos en el artículo 80 del Código Penal, salvo el inciso 1°; a los condenados por delitos contra la integridad sexual, previstos en los artículos 119 segundo, tercer y cuarto párrafo, 120 segundo párrafo, 124, 125, 125 bis, 126, 127 y 128 del Código Penal; privación ilegal de la libertad seguida de muerte contemplada en el artículo 142 bis, último párrafo del Código Penal; tortura seguida de muerte contemplada en el artículo 144 tercero, inciso 2 del Código Penal; homicidio en ocasión de robo, contemplado en el artículo 165 del Código Penal; secuestro extorsivo si se causare la muerte intencional de la persona ofendida, contemplado en el artículo 170, anteúltimo párrafo del Código Penal.

Que se garantizarán a la víctima los siguientes derechos y facultades: a que se reciba de inmediato la denuncia del delito que le afecta; a recibir trato digno y respetuoso; a requerir medidas de protección para su seguridad, la de sus familiares y testigos; a ser informada y recibir explicación sobre sus derechos cuando realice la denuncia o en su primera intervención en el procedimiento; a que las pericias sean realizadas con la mayor celeridad posible;a ser asistida en forma especializada con el objeto de propender a su recuperación psíquica, física y social; a aportar información y pruebas durante la investigación; a ser escuchada antes de cada decisión que se adopte referida al imputado; a que le sean reintegrados los bienes sustraídos con la mayor urgencia posible; a que se adopten medidas de coerción o cautelares para impedir que el delito continúe en ejecución o alcance consecuencias ulteriores.

Que actualmente hay una ausencia de legislación específica y responsable en el ordenamiento jurídico bonaerense respecto a la problemática.

POR ELLO, los abajo firmantes proponemos para su tratamiento y aprobación la siguiente,
RESOLUCION
PRIMERO.- ENCOMENDAR a las Cámaras de Diputados y Senadores de la Provincia de Buenos Aires, el urgente tratamiento y aprobación del Proyecto de Ley presentado por la Diputada Provincial Carolina Píparo, denominado “Derechos y Garantías para las personas víctimas de delito”.
SEGUNDO.- DAR amplia difusión a la presente Resolución.
TERCERO.- ENVIAR copia de la presente a las Cámaras de Diputados y Senadores de la Provincia de Buenos Aires.
CUARTO.- DE FORMA.


Firman los Concejales García, Bucci, Vega, Piñero, Landaburu, Bernardo, Fernández y Burgos.

